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Los ingresos efectuados con posterioridad a dicho plazo de 15 días se aplicarán con arreglo a los criterios de imputación
de pagos en vía de apremio previstos en el artículo 29 de la Ley General de la Seguridad Social. 

Contra el presente acto, que no agota la vía administrativa, podrá formularse recurso de alzada ante el superior jerárquico
del que dictó el acto dentro del plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su publicación, por alguna de las
siguientes causas: pago, prescripción, error material o aritmético en la determinación de la deuda, condonación, aplaza-
miento de la deuda, suspensión del procedimiento o falta de notificación de la reclamación de deuda, cuando esta proceda,
del acta de liquidación o de las resoluciones que las mismas o las autoliquidaciones de cuotas originen, señaladas en el
artículo 34.3 de la Ley General de la Seguridad Social citada anteriormente, debidamente justificadas, suspendiéndose el
procedimiento de apremio hasta la resolución del recurso. 

Transcurridos tres meses desde la interposición del recurso de alzada sin que se haya resuelto, podrá entenderse deses-
timado de acuerdo con lo previsto en el artículo 115 de la citada Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del procedimiento Administrativo Común. 

Santander, 18 de mayo de 2009.–El/la recaudor/a ejecutivo/a, P.A., el jefe del Negociado, Javier Martínez de Velasco.

09/8211

DIRECCIÓN PROVINCIAL DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Unidad de Recaudación Ejecutiva 39/03

Notificación de providencia de apremio a deudores no localizados del Servicio Público de Empleo Estatal.

En el expediente administrativo de apremio que se sigue contra los deudores del Servicio Público de Empleo Estatal que
figuran en la relación que se acompaña, cuya gestión de cobro está encomendada a la Tesorería General de la Seguridad
Social en virtud del Convenio de fecha 16 de marzo de 1992 suscrito entre el Instituto Nacional de Empleo, en la actualidad
Servicio Público de Empleo Estatal y este Servicio Común, habiendo transcurrido el plazo fijado para el pago de la recla-
mación de deuda y habiendo adquirido firmeza ésta en vía administrativa sin que se haya producido su abono, el jefe de la
Unidad competente de la Tesorería General de la Seguridad Social, de conformidad con el artículo 85.2 del Real Decreto
1415/2004, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social (B.O.E.
de 25 de junio), ha dictado la siguiente: 

PROVIDENCIA DE APREMIO: «De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 34 de la Ley General de la Seguridad Social,
aprobada por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio (B.O.E. de 29-06-94) y 85 del Reglamento General de Recau-
dación de la Seguridad Social,aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio (B.O.E. de 25-06-2004), dicto la pre-
sente Providencia de Apremio, que constituye el TÍTULO EJECUTIVO suficiente para el inicio del procedimiento de apremio y
tiene la misma fuerza ejecutiva que las sentencias judiciales para proceder contra los bienes y derechos de los sujetos res-
ponsables del pago de la deuda, practicándose, en caso de impago, el EMBARGO DE LOS BIENES en los términos establecidos
en el artículo 34.2 de la Ley General de la Seguridad Social y la ejecución de las garantías existentes. 

Para el caso de certificaciones que se correspondan con Resoluciones emitidas con posterioridad a la entrada en vigor
de la ley 52/2003, de 10 de diciembre, si no se ingresa su importe en el plazo de 15 días naturales desde su notificación
serán exigibles los INTERESES DE DEMORA (interés legal incrementado en un 25%) devengados desde la finalización del plazo
reglamentario de ingreso hasta la fecha de pago de la deuda para el principal y desde el vencimiento del plazo de ingreso
de esta providencia para el recargo.» 

Por haber resultado infructuosas las gestiones tendentes a la determinación del actual domicilio del deudor, procede prac-
ticar la notificación de la providencia de apremio, conforme prevé el articulo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (B.O.E. del día 27), mediante
la publicación del presente anuncio en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio conocido del deudor y en
el Boletín Oficial correspondiente. 

La presente notificación se publica con el fin de requerir al deudor para que haga efectivo el importe total de la deuda, por
los medios de pago legalmente admitidos, dentro del plazo de los QUINCE DÍAS naturales siguientes al de la presente pUbli-
cación, mediante ingreso en la cuenta de la Unidad de Recaudación Ejecutiva competente. 

Transcurrido el precitado plazo de 15 días para realizar el pago, el responsable de éste deberá solicitar ante dicha Unidad
de Recaudación Ejecutiva el cálculo de la cuantía a pagar en concepto de intereses de demora. 

En el Anexo I se detalla el domicilio y localidad de cada Unidad de Recaudación Ejecutiva asignada a dichas providencias
de apremio, así como su número de teléfono, fax y número de cuenta. 

Los ingresos efectuados con posterioridad a dicho plazo de 15 días se aplicarán con arreglo a los criterios de imputación
de pagos en vía de apremio previstos en el artículo 29 de la Ley General de la Seguridad Social. 

Contra el presente acto, que no agota la vía administrativa, podrá formularse recurso de alzada ante el superior jerárquico

CANTABRIA, S. L.



AYUNTAMIENTO DE CASTRO URDIALES

Anuncio de exposición pública de la matrícula provisional
del Impuesto sobre Actividades Económicas para el ejer-
cicio 2009.

Formada por la Agencia Estatal de la Administración Tri-
butaria la matrícula provisional del Impuesto sobre Activi-
dades Económicas de este Ayuntamiento, cerrada a 31 de
diciembre de 2008, se expone al público en el Negociado
de Rentas de este Ayuntamiento por plazo de quince días
hábiles contados a partir del siguiente al de publicación
del presente anuncio en el BOC, a efectos de examen y
reclamaciones.

Casto Urdiales, 25 de mayo de 2009.–El alcalde, Fer-
nando Muguruza Galán.
09/8605

AYUNTAMIENTO DE SANTANDER

Notificación de resolución de expediente sancionador en
denuncia número 16443(108)/09.

Habiendo sido imposible practicar la notificación de la
resolución de fecha 4 de mayo de 2009 a don Juan Fran-
cisco Ortiz Fernández Setién, (Dcia. 108/09), y en cum -
plimiento de lo dispuesto en el artículo 59.5 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, procédase a practi-
car la notificación por medio de anuncios en el tablón de
edictos del Ayuntamiento de Santander y en el Boletín Ofi-
cial de Cantabria la citada resolución que a continuación
se transcribe:

“Resultando que con fecha 25 de marzo de 2009, se ini-
ció expediente sancionador contra don Juan Francisco
Ortiz Fernández Setién, con DNI 72055974-X, por llevar
un perro suelto por la vía pública, en el parque de Matale-
ñas.

Resultando que ha transcurrido el plazo legal concedido
en la citada resolución, y el señor Ortiz Fernández Setién,
no ha formulado alegaciones sobre el contenido de la
misma.

De conformidad con lo establecido en el artículo 47.2
Apartado B de la Ordenanza sobre tenencia de perros y
otros animales domésticos y en el Reglamento del proce-
dimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, la

concejal-delegada de Salud, en uso de la delegación con-
ferida por Acuerdo de la Junta de Gobierno Local, con-
forme a la facultad que le atribuye el artículo 127.2 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local, adopta la siguiente

RESOLUCIÓN
Imponer a don Juan Francisco Ortiz Fernández Setién,

con DNI 72055974-X, una sanción de 60 euros de multa
por infringir el artículo 15 de la Ordenanza sobre tenencia
de perros y otros animales domésticos, por llevar un perro
suelto por la vía pública, en el parque de Mataleñas, el
pasado día 17 de marzo de 2009, a las 15:25 horas.

Contra esta resolución podrá interponer potestativa-
mente recurso de reposición ante la Junta de Gobierno
Local en el plazo de un mes, o directamente recurso con-
tencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo correspondiente en el plazo de dos-
meses, contado desde día siguiente a la notificación.

De no ser resuelto el recurso de reposición de forma
expresa dentro del mes siguiente a su presentación en el
Registro General, dispondrá de un plazo de seis meses
para interponer recurso contencioso-administrativo ante el
Juzgado de lo contencioso-Administrativo a partir del día
siguiente a dicha desestimación presunta.

Podrá formular, asimismo, cualquier reclamación que
entienda convenir a su derecho.

El pago de dicha multa debe efectuarse en el Nego-
ciado de Rentas del Ayuntamiento de la siguiente forma:
a) Si la notificación de la presente resolución se efectúa
entre los días 1 y 15 de cada mes, el pago deberá reali-
zarse desde la fecha de recepción de la notificación hasta
el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta
el inmediato hábil siguiente; b) Si la notificación de la pre-
sente resolución se efectúa entre los días 16 y último de
cada mes, el pago deberá realizarse desde la fecha de
recepción de la notificación hasta el día 5 del segundo
mes posterior o, si éste no fuese hábil, hasta el inmediato
hábil siguiente. Si el ingreso no se efectúa en los plazos
señalados anteriormente, se exigirá en vía de apremio de
acuerdo con lo establecido en el artículo 91 y siguientes
del Reglamento General de Recaudación.

Santander, 26 de mayo de 2009.–La concejal-delegada,
(ilegible).
09/8616
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del que dictó el acto dentro del plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su publicación, por alguna de las
siguientes causas: pago, prescripción, error material o aritmético en la determinación de la deuda, condonación, aplaza-
miento de la deuda, suspensión del procedimiento o falta de notificación de la reclamación de deuda, cuando esta proceda,
del acta de liquidación o de las resoluciones que las mismas o las autoliquidaciones de cuotas originen, señaladas en el
artículo 34.3 de la Ley General de la Seguridad Social citada anteriormente, debidamente justificadas, suspendiéndose el
procedimiento de apremio hasta la resolución del recurso. 

Transcurridos tres meses desde la interposición del recurso de alzada sin que se haya resuelto, podrá entenderse deses-
timado de acuerdo con lo previsto en el artículo 115 de la citada Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del procedimiento Administrativo Común. 

Santander, 25 de mayo de 2009.–El/la recaudor/a ejecutivo/a, P.A., el jefe del Negociado, Javier Martínez de Velasco.

09/8519


